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INFORME No. 88/13
PETICIÓN 404-00
ADMISIBILIDAD
MARCELO FABIÁN NIEVAS Y FAMILIA
ARGENTINA
4 de noviembre de 2013
I.
RESUMEN
1. El 21 de julio de 2000, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Hugo Adolfo Prieto (en adelante el “peticionario”) en representación de Julio Roberto Nievas y Rosalía González de Nievas (en adelante “los padres de la presunta víctima”), en la cual alega la responsabilidad de la República de Argentina (en adelante “Argentina” o el “Estado”) por la falta de investigación efectiva, encaminada al juzgamiento y sanción de los responsables de las lesiones causadas por el impacto de una bala y de la muerte de Marcelo Fabián Nievas (en adelante la “presunta víctima”), quien falleció en 1981 en el Hospital Nacional “Alejandro Posadas” (en adelante “el hospital”) en la Provincia de Buenos Aires, a los 17 años de edad, debido a supuestas deficiencias en su tratamiento médico, así como por la insuficiente reparación a sus padres derivada de dichas violaciones y la inefectiva ejecución de la sentencia que condenó al pago de daños y perjuicios a uno de los médicos que lo intervinieron.
2. El peticionario alega que el Estado es responsable por la violación de los derechos contenidos en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (garantías judiciales), 10 (derecho a indemnización), 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial), en relación con las obligaciones de respeto y garantía contenidas en el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención Americana”).  Respecto al cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, el peticionario alega que han agotado todos los recursos disponibles y que la petición había sido presentada dentro del plazo previsto en el artículo 46 de la Convención Americana.
3. Por su parte, el Estado argumenta que la petición es inadmisible puesto que: es extemporánea respecto de los procesos penales; el peticionario agotó indebidamente los recursos internos relativos a la responsabilidad civil del hospital público; y los hechos denunciados y tramitados en el ámbito civil no caracterizan violación a la Convención Americana.
4. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluye que es competente para conocer el reclamo relativo a la investigación penal sobre las lesiones causadas a la presunta víctima y que éste es admisible por la presunta violación del derechos consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1 en perjuicio de los familiares de la presunta víctima.  En la etapa de fondo, analizará además la posible aplicación de los artículos VII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante “Declaración Americana”) y el artículo 19 de la Convención Americana respecto de la presunta falta de intervención de las autoridades responsables por los derechos de los niños, niñas y adolescentes en el caso.
5. Asimismo concluye que el reclamo relativo a los procesos penal y civil por el alegado deficiente tratamiento médico que incidió en la muerte de la presunta víctima, respecto de los derechos consagrados en los artículos 4, 8, 10, 24 y 25 es inadmisible por incumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  En consecuencia, dispone notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
6. La petición fue recibida por la CIDH el 21 de julio de 2000, se le asignó el número P-404-00
 y la transmitió al Estado el 25 de junio de 2004, otorgándole un plazo de dos meses para presentar sus observaciones.  El Estado presentó su respuesta el 14 de junio de 2005, la cual fue trasladada al peticionario.  El peticionario presentó observaciones el 21 de abril de 2006, las cuales fueron trasladadas al Estado.
7. El 10 de enero de 2007 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus observaciones, la cual fue concedida.  El 2 de abril de 2007 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron trasladadas al peticionario.  El peticionario presentó su respuesta el 25 de junio de 2009, la cual fue trasladada al Estado.  El 4 de noviembre de 2009 el Estado solicitó a la CIDH la inadmisibilidad o el archivo de la petición.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Posición del peticionario
8. El peticionario indica que el 22 de noviembre de 1981, Marcelo Fabián Nievas, de 17 años de edad, fue encontrado por un policía con una herida de bala en la ingle en la puerta de la casa de Teresa Balbina Montserrat, persona 15 años mayor que él, con la que supuestamente sostenía una relación.  La presunta víctima fue trasladada al hospital público por el Subinspector de la Comisaría No. 1 de Caseros, y dos policías.  Sin embargo, según lo alegado, no dieron intervención al juzgado de turno y tampoco al juez de menores.
9. El peticionario alega que los oficiales de policía tomaron una serie de medidas para encubrir el atentado y obstaculizar la investigación.  Sostiene que miembros de la Comisaría No. 1 de Caseros habrían denunciado los hechos tres días después de ocurridos, y que la denuncia penal escrita de los familiares de la presunta víctima, habría sido destruida por uno de los policías, bajo la excusa de que había sido mal redactada.  Indica que por dichos hechos sólo un policía habría sido procesado por incumplimiento de deberes de funcionario público.
10. Informa que la presunta víctima ingresó al hospital supuestamente caminando sólo, como lo habría afirmado el médico que lo recibió.  Sostiene que la administración del hospital no registró a la presunta víctima en la respectiva guardia; que el mismo día sus familiares intentaron trasladarla a una institución de salud privada, lo cual no fue posible debido a que la administración del hospital lo impidió, bajo el argumento de que la presunta víctima era parte agraviada en el proceso penal por sus lesiones.  Señala que el 22 de noviembre de 1981 los médicos le practicaron una laparotomía exploratoria (apertura del abdomen), sin que sus familiares lo consintieran, sin extraer el proyectil, sin haberle realizado análisis clínicos y sin tratarla de forma preventiva con antibióticos, como la ciencia médica aconseja en los casos de heridas de bala.  Alega que cuando la policía concurrió junto con un médico el 26 de noviembre de 1981 al hospital, la administración les habría informado que no existía ningún paciente de apellido Nievas.  
11. Afirma que mientras la presunta víctima estuvo internada en el hospital, el personal médico le hizo caminar por los pasillos con dos drenajes colgando, ante la risa de médicos y enfermeros.  Señala que antes de su muerte, la presunta víctima habría sido visitada en tres oportunidades por miembros de la policía y que cuando ellos se iban, ésta manifestaba que temía por su vida.  Indica que después de la laparotomía la presunta víctima constantemente se quejaba y vomitaba sin que el personal médico lo atendiera
 y que ésta habría sido dada de alta el 27 de noviembre de 1981.  Indicaron que el personal médico sólo le habría suministrado antibióticos hasta el día 28 de noviembre de 1981, fecha en que la presunta víctima falleció en el hospital, debido a un cuadro de infección total por falta de antibióticos (embolia pulmonar).

12. El peticionario alega la responsabilidad del Estado por la muerte de la presunta víctima causada por la negligencia médica del personal del hospital público, así como por haber recibido tratos crueles, inhumanos y degradantes en sus instalaciones.

13. Los padres de la presunta víctima habrían denunciado penalmente su muerte en el hospital.  El 9 de octubre de 1985 habría sido declarado el sobreseimiento provisional de la causa y el 31 de octubre de 1986 se habría declarado prescrita la acción penal respecto del personal médico del hospital, diferente del médico Horacio Whittingslow.  En dicha sentencia el Juez Federal de Morón No. 1 habría considerado que “sólo pueden ser consideradas en esta causa secuelas de juicio en los términos del artículo 67 […] del C.P. las indagatorias que efectivamente se llevaron a cabo antes de que transcurrieran los plazos de la prescripción de la acción”.  También habría considerado que “el 10 de noviembre de 1983 declaró indagatoriamente Whittingslow y que ésta actividad procesal sí debe ser considerada secuela de juicio […]”.  Sin embargo, la sentencia habría establecido que la acción en contra del médico debía sobreseerse parcial y definitivamente dado que no existía “elemento de prueba idóneo que permita demostrar que existe una cadena causal ininterrumpida entre la actividad quirúrgica y el desenlace fatal”.

14. La apelación presentada por los padres de la presunta víctima, contra dicha decisión, habría sido resuelta por la Cámara de Apelaciones, el 27 de noviembre de 1990, en el sentido de continuar con el proceso sólo respecto del médico Horacio Whittingslow, quien habría operado a la presunta víctima.  La prescripción de la acción penal habría sido interrumpida respecto de la investigación seguida contra este médico, dado que no habrían transcurrido los tres años del máximo de la pena que se le imputaba, entre la orden de rebeldía y captura de 19 de agosto de 1986 y el dictado de la prisión preventiva de 21 de abril de 1989.  Por lo tanto, la acción penal a su respecto no se habría encontrado prescripta.
15. El 16 de septiembre de 1992 este médico habría sido condenado por el delito de homicidio culposo, a una pena de seis meses de prisión con ejecución condicional e inhabilitación especial para ejercer la medicina por cinco años, más el pago de costas.  

16. El peticionario alega diversas irregularidades en la investigación y el proceso penal seguido contra el personal médico por homicidio culposo, entre las que destacan: i) el retardo injustificado del Juzgado Federal de Morón No. 1 de más de diez años para condenar al médico; y ii) la absolución de los demás imputados en la causa por la prescripción de la acción penal debido al retardo injustificado de las autoridades.  Sostiene que el juez de primera instancia en la causa penal reconoció en su sentencia que 
lamentablemente, la desidia y, en algunos casos, la ineptitud de los magistrados y funcionarios judiciales encargados de la etapa instructora de esta causa, impidieron que médicos seriamente implicados en la muerte de Marcelo pudieran ser traídos a juicio.  Aquéllos fueron beneficiados con el instituto de la prescripción.

17. En 1994 el padre de la presunta víctima habría interpuesto una demanda civil por daños y perjuicios contra el médico Horacio Whittingslow y el personal del hospital, la cual habría sido tramitada por el Juzgado en lo Civil de Primera Instancia No. 73 de Buenos Aires.  El 3 de marzo de 1998 el juez habría condenado tanto al médico como al hospital al pago de $276,800.00 Pesos Argentinos, más intereses y costas.  Alega que el 29 de abril de 1999, la Sala “I” de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil (en adelante “Sala I de la CNAC”) habría revocado parcialmente la sentencia debido al considerar que la acción civil había prescrito respecto del hospital, dado que los efectos de la suspensión de la prescripción conforme a los artículos 3981 y 3982 bis
 del Código Civil sólo alcanzaban al médico y no al hospital.  Habría concluido que “si los actores querían mantener viva la acción contra el Hospital Posadas podrían haberlo demandado, sin perjuicio de la suspensión del proceso civil que determina el art. 1101 del Código citado
” y que “si el resultado es injusto, ello sólo puede atribuirse a la omisión o negligencia de la parte interesada”.  
18. El padre de la presunta víctima habría presentado recurso extraordinario de inaplicabilidad de la ley ante la Sala “K” de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil (en adelante “Sala K de la CNAC”), al considerar que la Sala I de la CNAC había dictado una sentencia contraria a un precedente de la Sala “D” de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, conforme al cual, los efectos de la suspensión de la prescripción se extienden a personas diversas de aquélla que fue querellada.  
19. Asimismo, sostiene que “no se podía demandar civilmente al Hospital Posadas, hasta tanto no se hubiera resuelto sobre la responsabilidad o culpa de los profesionistas que de él dependían”.  Alega que existían precedentes de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires que habían concluido que 

la prueba de la culpa del médico es indispensable, no porque la responsabilidad de éste se refleje en la entidad de la cual depende, en una responsabilidad indirecta, sino porque la prueba de aquella culpa sería la demostración de la violación del deber de seguridad, que como obligación tácita se halla comprendida en el contrato asistencial, y cuya omisión genera la responsabilidad directa de la entidad contratante, además de la que concierne directa y personalmente al profesional
.

20. Alega que la citada sentencia de 29 de abril de 1999 violó el derecho de igualdad ante la ley contenido en el artículo 24 de la Convención Americana, en vista de que se falló de modo “radicalmente distinto” en un caso anterior análogo.  Indica que de haber fallado en consonancia con el criterio sostenido en 1989 en el caso “Naranjo Pariani Marta E. c/ Prepat Jaime y otro s/ Daños y Perjuicios”, el hospital público podría haber sido condenado al pago de daños y perjuicios sin que prescribiera la acción civil contra la persona jurídica.  Sostiene que los tribunales civiles aplicaron de forma desigual criterios judiciales en casos análogos en materia de suspensión de la prescripción de la acción civil de pago de daños y perjuicios.

21. El recurso extraordinario de inaplicabilidad habría sido declarado inadmisible el 26 de octubre de 1999 por la Sala K de la CNAC.  Dicha decisión habría sido conocida por los padres de la presunta víctima el 2 de febrero de 2000
.  Agrega que no podían “querellar al Hospital Posadas por ser una persona jurídica cuya irresponsabilidad penal se encuentra plasmada en el artículo 43 del Código Civil, tal como oportunamente había resuelto el señor Juez de grado”.

22. Respecto de la ejecución de la sentencia dictada contra el médico en el proceso civil el peticionario indica que sólo habría sido posible embargar una porción del sueldo del condenado equivalente a US$50.00 mensuales, puesto que el médico no tenía propiedades.  Alega que hasta el mes de abril de 2006, los padres de la presunta víctima, sólo habían percibido $5,243.33
 Pesos Argentinos lo cual sería una cifra “irrisoria al lado de la condena firme que existe en el proceso civil en cuestión y los daños realmente ocasionados”.  En vista de esto, alega la falta de ejecución efectiva de dicha sentencia y la insuficiente reparación por las violaciones causadas.  
23. Asimismo, los padres de la presunta víctima habrían denunciado penalmente el impacto de la bala que provocó su hospitalización, así como un supuesto robo.  El proceso habría sido conocido por el Juzgado Criminal y Correccional de Primera Instancia No. 5 de Buenos Aires.  El 11 de mayo de 1993 el Juzgado habría concluido que no habría sido posible individualizar al autor o a los autores del delito.  Tras la apelación presentada contra dicha decisión, la Cámara de Apelaciones de lo Criminal y Correccional de San Martín habría confirmado dicho sobreseimiento provisional el 15 de octubre de 1993.

24. Respecto de la investigación penal seguida con motivo de las lesiones causadas a la presunta víctima por el impacto del proyectil, el peticionario alega que ésta no fue efectiva y que presentó diversas irregularidades, entre las que destacan: i) el retardo injustificado en el proceso debido a la falta de impulso procesal en la investigación por parte de las autoridades debido a las diversas recusaciones y excusas del juez; ii) el no haber considerado que la ropa que usaba la presunta víctima no estaba agujereada, por lo que el impacto de bala debió haber ocurrido mientras se ésta encontraba desnuda; iii) el hecho de no haber obligado al sacerdote confesor de la presunta víctima a declarar lo confesado por él, ante su negativa derivada de su deber de confidencialidad; iv) el no haber tomado en cuenta que el citado sacerdote habría sido golpeado y amenazado por personas no identificadas, en su habitación en el Instituto San Ramón Nonato; v) la interpretación subjetiva del juez de la causa sobre la declaración de un policía consistente en que la presunta víctima le había dicho que la mujer con la que sostenía una relación lo había mandado matar; vi) la indebida valoración de los cassettes con la confesión de un presidario quien habría confesado haber participado en el atentado por el cual resultó herida de bala la presunta víctima; y v) dificultades para tener acceso al expediente al punto que habrían tenido que concurrir al Juzgado Federal con un escribano público para poder verlo. 
25. El peticionario alega que presentó la petición dentro del plazo de seis meses que establece la Convención Americana, toda vez que “los recursos internos no se encontraban agotados con la conclusión de los procesos penales, ya que necesariamente debió tramitarse y concluir el proceso civil con la intensión de lograr la reparación de los daños y perjuicios ocasionados por las violaciones a los derechos humanos ocurridos durante la tramitación de los procesos penales, por lo que indudablemente todos los procesos deben ser analizados en conjunto como un todo”, debiéndose contar el citado plazo, desde la conclusión del proceso civil.

B. Posición del Estado
26. El Estado indica que, el 16 de septiembre de 1992, el Juzgado Federal de Morón No. 1 dictó sentencia condenatoria contra el médico Horacio Whittingslow por el homicidio culposo de la presunta víctima y lo sancionó con pena de seis meses de prisión en ejecución condicional e inhabilitación especial para ejercer la medicina por cinco años y el pago las costas.  Agrega que dicha sentencia fue confirmada por la Cámara de Apelaciones el 16 de diciembre de 1993.  Alega que el recurso extraordinario interpuesto por el médico, habría sido rechazado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (en adelante “CSJN”) el 28 de julio de 1994.  Alega que los padres de la presunta víctima afirmaron haber tomado conocimiento de dicha decisión el 14 de septiembre de 1994.  El Estado alega que la causa penal fue favorable a los padres de la presunta víctima al haberse condenado al médico como responsable del delito de homicidio culposo de su hijo.

27. Respecto de las actuaciones penales por las lesiones graves causadas a la presunta víctima en virtud del disparo y el supuesto robo calificado, el Estado señaló que adoptó diversas medidas de investigación sin que pudiera individualizarse al autor o a los autores del disparo, de forma que, 15 de octubre de 1993, fue sobreseída provisionalmente la causa penal mediante resolución de la Cámara de Apelaciones de lo Criminal y Correccional de la Provincia de San Martín.

28. El Estado alega que en el proceso civil por daños y perjuicios, promovido por los padres de la presunta víctima en contra de Horacio Wittingslow, el hospital y tres personas más, el 3 de marzo de 1998, el juez civil condenó al hospital y al médico a pagar la suma de $276,000.00 Pesos Argentinos
.  Alega que contra dicha sentencia uno de los demandados y el hospital interpusieron la excepción de prescripción establecida en el artículo 4037 del Código Civil
.  Alega que, el 29 de abril de 1999, la sentencia anterior habría sido revocada parcialmente por la Sala I de la CNAC, ordenándose pagar -sólo al médico- la suma de $196,000.00 Pesos Argentinos, toda vez que la acción civil había prescrito respecto del hospital.  Indica que el 26 de octubre de 1999, la Sala K de la CNAC habría desestimado el recurso de inaplicabilidad de la ley que los padres de la presenta víctima habrían interpuesto contra dicha decisión.  Asimismo, señala que el 8 de marzo de 2000, el padre de la presunta víctima solicitó que se trabe medida cautelar sobre los bienes del médico y que el 3 de septiembre de 2001 se habría trabado el embargo de sus haberes.
29. El Estado indica que los padres de la presunta víctima habrían presentado entre 2000 y 2001 diversas medidas de ejecución de sentencia, a efecto de asegurar el cobro del monto determinado en la sentencia, los cuales les fueron favorables.  Alega que los padres de la presunta víctima fueron reparados en la vía civil con la condena del médico y que éstos cobraban regularmente el embargo trabado sobre sus haberes de “dos instituciones en las cuales trabaja en relación de dependencia”.  
30. El Estado alega que para que pueda caracterizarse una violación al artículo 24 de la Convención Americana es necesario acreditar, cuando menos, que el tribunal civil falló de manera radicalmente distinta a un fallo anterior y tratarse de una situación jurídica con elementos casi idénticos, lo cual no sucede en el presente caso debido a que el peticionario no acredita cuáles son los lazos de parentesco entre una y otra causa.  Alega que lo que en realidad pretende el peticionario es que la Comisión actúe como una “cuarta instancia” judicial, dado que están en desacuerdo con la interpretación efectuada por una de las Salas de la CNAC, en relación a las normas que rigen el instituto de la prescripción en el ámbito civil.  
31. Asimismo, el Estado argumenta que el peticionario no alegó “obstáculo alguno, de hecho o de derecho, que hubieran impedido que la tardía demanda por daños y perjuicios entablada contra el Hospital Posadas se hubiera interpuesto en tiempo hábil, lo que importa que los recursos disponibles en el ámbito interno en orden a obtener una justa indemnización por la muerte de Marcelo Nievas no fueron agotados en buena y debida forma”.  Sostiene que la petición es inadmisible, toda vez que los hechos no caracterizan violaciones a la Convención Americana.
32. El Estado sostiene que el plazo de los seis meses previsto en el Anticlo 46.1.b) de la Convención Americana no puede computarse, respecto de las causas penales, a partir de la notificación de la última sentencia dictada en el proceso civil, dado que los procesos penales y los procesos civiles en Argentina son procesos judiciales independientes, con tipos de responsabilidad diferente, con plazos y requisitos propios para cada caso, de forma que la petición sería inadmisible respecto de los agravios relativos a lo acontecido en el ámbito penal, por extemporánea, dado que los padres de la presunta víctima tuvieron conocimiento de la última sentencia el 14 de septiembre de 1994.  
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión
33. El peticionario está legitimado para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana y 23 de su Reglamento.  La petición señala como presunta víctima a individuos respecto a los cuales el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Declaración Americana y la Convención Americana.  En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Argentina es un Estado parte de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Asimismo, el Estado está obligado a respetar las disposiciones de la Declaración Americana y la CIDH es competente para recibir peticiones que aleguen violaciones perpetradas por el Estado contenidas en el mencionado instrumento, al haber ratificado la Carta de la OEA el 19 de enero de 1956 y estar sometido a la jurisdicción de la Comisión desde 1959.  Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.
34. La Comisión posee competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Declaración Americana y la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma.  Asimismo, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Declaración Americana y la Convención Americana.
35. Respecto de la competencia ratione temporis, la Comisión toma nota de que las alegadas violaciones a los derechos de la presunta víctima relacionadas con su muerte, ocurrieron antes de que Argentina ratificara la Convención Americana el 5 de septiembre de 1984.  En virtud de ello, la fuente de derecho aplicable es la Declaración Americana
.  No obstante, la CIDH toma nota que, respecto de los hechos ocurridos a partir del 5 de septiembre de 1984 o aquéllos que pudiera considerar oportunamente como una situación de violación continuada de derechos que siguiera existiendo después de aquella fecha, la Comisión también tiene competencia ratione temporis para examinar esta petición bajo la Convención Americana.

B.
Otros requisitos de admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos

36. A efectos de que un reclamo sea admitido por la presunta vulneración de las disposiciones de la Convención Americana, se requiere que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 46.1 de dicho instrumento internacional y el artículo 31 de su Reglamento.  El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que para determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la CIDH de conformidad con los artículos 44 ó 45 de dicho tratado y 31.1 de su Reglamento, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención Americana y el artículo 31.2 del Reglamento de la Comisión prevén que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
37. Respecto al agotamiento de los recursos internos, la Comisión nota que los padres de la presunta víctima habrían acudido a la vía penal a efecto de denunciar la muerte de la presunta víctima en el hospital público.  Asimismo, habrían presentado una demanda civil con el fin de reclamar el pago de daños y perjuicios al médico Horacio Whittingslow quien atendió a la víctima, así como al hospital donde fue intervenido.  Por otra parte, habrían acudido a la justicia penal a denunciar el impacto de la bala que provocó las lesiones a la presunta víctima por las cuales tuvo que ser hospitalizada.

Agotamiento de los recursos internos en el ámbito penal

38. La Comisión observa que la alegada negligencia médica, al momento de los hechos, podía investigarse en Argentina en la vía penal, bajo el tipo penal de homicidio culposo, el cual es perseguible oficio.  Por lo tanto, la Comisión considera que a efecto de determinar el cumplimiento del requisito de agotamiento de los recursos internos, la acción penal, es prima facie, el recurso adecuado para esclarecer las violaciones alegadas en la petición
.  Del mismo modo, la Comisión nota que para los alegatos relacionados con las lesiones sufridas por la presunta víctima por el impacto de bala, la vía penal es también el recurso adecuado
.
39. En primer término, la Comisión observa que tras la muerte de la presunta víctima sus padres habrían presentado denuncia penal contra miembros del personal del hospital.  Contra la sentencia de 31 de octubre de 1986 que habría declarado prescrita la acción penal respecto del personal médico del hospital, diferente del médico tratante, se habría presentado un recurso de apelación mediante la cual se habría confirmado continuar el proceso sólo respecto de este médico.  Contra esta sentencia, los padres de la presunta víctima habrían presentado recurso extraordinario federal, el cual habría sido rechazado en marzo de 1991.

40. El 16 de septiembre de 1992 el médico habría sido condenado por homicidio culposo, Dicha sentencia habría sido apelada y la Cámara de Apelaciones habría confirmado la sentencia anterior.  El médico habría impugnado dicha sentencia y la CSJN habría rechazado el recurso extraordinario federal el 28 de julio de 1994.  Por lo tanto, la Comisión considera que los recursos internos, respecto de este extremo de la petición, fueron agotados mediante la sentencia de la CSJN de 28 de julio de 1994 que habría sido conocida por los padres de la presunta víctima el 14 de septiembre de 1994.
41. En segundo término, la Comisión observa que los padres de la presenta víctima habrían presentado una denuncia penal por el impacto de bala y el supuesto robo sufrido por su hijo.  El 9 de octubre de 1985 se habría declarado el sobreseimiento provisional de esta causa y el 4 de marzo de 1993 habría sido reaperturada a solicitud del fiscal, ante nuevos elementos probatorios aportados por el padre de la presunta víctima.  El 11 de mayo de 1993 el Juzgado Criminal y Correccional habría concluido que no habría sido posible individualizar al autor o a los autores del delito.  Tras la apelación presentada contra dicha decisión, la Cámara de Apelaciones de lo Criminal y Correccional habría confirmado dicho sobreseimiento provisional en octubre de 1993.
42. Al respecto, la Comisión reitera lo ya señalado respecto del sobreseimiento provisional en Argentina en cuanto a que en la mayoría de legislaciones del continente, el sobreseimiento provisional de un proceso penal no es una decisión final, específicamente porque no tiene el carácter de definitiva o inapelable en sede interna
.  Dado que en la presente petición el sobreseimiento no fue definitivo y al no existir información en el expediente respecto de actuaciones de las autoridades posteriores a mayo de 1993, la Comisión considera prima facie que dichas circunstancias implicarían un retardo injustificado en la investigación; por lo que son aplicables las excepciones al requisito del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 c) de la Convención Americana, para este extremo de la petición.  
43. Cabe aclarar que el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención Americana.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de la Convención Americana
.  Lo anterior es aplicable también al artículo 31.2 del Reglamento de la Comisión.
Agotamiento de los recursos internos en el ámbito civil

44. Respecto al proceso civil seguido contra el médico y el hospital para reclamar el pago de daños y perjuicios, la Comisión observa que los padres de la presunta víctima habrían presentado una demanda civil en 1994 la cual habría culminado con la sentencia del 3 de marzo de 1998, que habría responsabilizado civilmente tanto al médico como al hospital y los habría condenado a pagar una indemnización.  Dicha sentencia habría sido apelada por el hospital y por el médico, por lo cual el 24 de abril de 1999, se habría condenado sólo al médico al pago de daños y perjuicios; sobreseyéndose la acción respecto del hospital, por encontrarse prescripta.  
45. El padre de la presunta víctima habría interpuesto un recurso extraordinario de inaplicabilidad de la ley, el cual habría sido declarado inadmisible el 26 de octubre de 1999.  Por lo tanto, la CIDH considera los padres de la presunta víctima agotaron los recursos internos disponibles respecto a la alegada responsabilidad civil del médico y del hospital; mediante dicha sentencia; la cual habría sido conocida por ellos el 2 de febrero de 2000.  Adicionalmente, la Comisión nota que respecto de la alegada falta de ejecución efectiva de dicha sentencia, los padres de la presunta víctima habrían presentado diversas medidas de ejecución de sentencia entre 2000 y 2001, las cuales les habrían sido favorables, por lo que también habrían agotado los recursos internos a su disposición.
2.
Plazo de presentación de la petición

46. El artículo 46.1.b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de una de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 46.2.c) de la Convención Americana y el artículo 31.2.c) del Reglamento de la Comisión.  Al respecto, el artículo 32.2 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

47. Respecto del plazo de presentación de la petición el peticionario alega que debió tramitar y concluir el proceso civil con la intensión de lograr la reparaciones por las violaciones a los derechos humanos ocurridos durante los procesos penales, por lo que los procesos penales y el proceso civil deben ser analizados en conjunto como un todo, y el plazo, deberá contarse desde la conclusión del proceso civil.  Por su parte, el Estado alega que los procesos penales y los procesos civiles son procesos judiciales independientes, con tipos de responsabilidad diferente, con plazos y requisitos propios para cada caso, de forma que la petición sería “inadmisible respecto de los agravios relativos a lo acontecido en el ámbito penal”, por extemporánea.
48. Al respecto, la Comisión nota que, a diferencia de otros Estados de la región
, en Argentina la acción civil es independiente de la acción criminal
, por lo que es posible iniciar la primera vía para reclamar la responsabilidad civil, sin necesidad de que esta acción judicial civil dependa de la existencia de responsabilidades penales previas.  
49. En la presente petición, la Comisión nota claramente dicha independencia entre los citados procesos y que el término de prescripción de la acción civil podría haberse suspendido si se hubiese presentado una demanda civil contra el hospital antes de vencido el término prescriptivo, independiente de la acción penal interpuesta contra el médico tratante.  Sin perjuicio de esto, cabe señalar que la responsabilidad civil de un hospital, no podría depender de un proceso penal dado que se trata de una persona jurídica inimputable penalmente.  Adicionalmente, la Comisión nota que los daños y perjuicios por las alegadas violaciones a los derechos humanos -presuntamente ocurridas durante los procesos penales- no habrían sido objeto del proceso civil seguido contra el médico y el hospital, como lo alega el peticionario. 

50. En este sentido, la CIDH realizará un análisis separado de los procesos penales y del proceso civil respecto del plazo de presentación de la petición.

51. Respecto de la alegada ausencia de una investigación efectiva y las presuntas faltas al debido proceso en la causa penal por las lesiones de la presunta víctima causadas por el impacto de bala, la Comisión observa que la decisión de sobreseimiento provisional de la causa habría sido dictada el 15 de octubre de 1993; en la época de los hechos la legislación vigente no permitió a los familiares de la presunta víctima constituirse como parte procesal; el sobreseimiento provisional no es una decisión definitiva; y los familiares de la presunta víctima continuaron sus esfuerzos encaminados a agotar otros recursos internos.  Por lo tanto, la Comisión considera que este extremo de la petición fue presentado dentro de un plazo razonable; por lo que debe declararse admisible respecto de estos alegatos
.

52. Respecto de los alegatos relacionados con las presuntas violaciones por parte del Estado al derecho a la integridad personal y a la vida en perjuicio de la presunta víctima cuyos recursos fueron agotados a través del proceso penal por homicidio culposo seguido contra el médico, la Comisión observa que la petición fue presentada el 21 de julio de 2000 y que la sentencia de 28 de julio de 1994 que declaró improcedente el recurso extraordinario federal habría sido notificada el 14 de septiembre de 1994, por lo que este extremo de la petición no cumple con el requisito antes citado.
53. Respecto de las alegadas violaciones dentro del proceso civil por daños y perjuicios seguido contra el médico y el hospital, la Comisión nota que el peticionario presentó la petición el 21 de julio de 2000 y que la sentencia dictada por la Sala I de la CNAC habría sido conocida por los padres de la presunta víctima el 2 de febrero de 2000.  Adicionalmente, en relación a la alegada falta de ejecución efectiva de esta sentencia, la Comisión nota que entre 2000 y 2001 los padres de la presunta víctima habrían presentado además diversas medidas de ejecución de sentencia; y que estos últimos recursos se habrían presentado incluso con posterioridad a la fecha de presentación de la petición.  Por lo tanto, la Comisión considera que la petición cumple con el requisito relativo al plazo de presentación en relación con el proceso civil y lo que respecta a su cumplimiento.  
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

54. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d) y en el artículo 47.d) de la Convención Americana y 33 del Reglamento de la Comisión.
4.
Caracterización de los hechos alegados

55. El artículo 47.b) de la Convención Americana establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación de los derechos garantizados en la Convención.  En tal sentido, la Comisión procederá entonces a analizar si los hechos denunciados relativos al proceso civil por daños y perjuicios seguido contra el médico y el hospital y la falta de efectividad en la ejecución de la sentencia en cuestión podrían, de ser probados, caracterizar una violación de los artículos de la Convención Americana invocados por el peticionario.

56. En la presente petición, se han presentado una serie de argumentos sobre la presunta violación a los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial consagrados en los artículos 8, 24 y 25 de la Convención Americana.  En particular, el peticionario alega que la sentencia de 29 de abril de 1999 de la Sala I de la CNAC es arbitraria al ser contraria a un precedente dictado por la Sala D de la CNAC, lo cual constituiría una violación al derecho a la igualdad ante la ley establecido en el artículo 24 de la Convención Americana.  
57. Por su parte, el Estado alegó que para que pueda caracterizarse una violación al artículo 24 de la Convención Americana es necesario acreditar, cuando menos, que el tribunal falló de manera radicalmente distinta a un fallo anterior y tratarse de una situación jurídica con elementos casi idénticos, lo cual no sucede en el presente caso debido a que el peticionario no acredita cuáles son los lazos de parentesco entre una y otra causa; y lo que en realidad pretende el peticionario es que la Comisión actúe como una “cuarta instancia” judicial.
58. Conforme a la jurisprudencia del sistema interamericano, la Comisión no se encuentra facultada para revisar “las sentencias dictadas por los tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia y aplicando las debidas garantías judiciales, a menos que encuentre que se ha cometido una violación de alguno de los derechos amparados por la Convención Americana”
.  La Comisión ha sostenido reiteradamente al respecto que

Conforme al preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la protección internacional que otorgan los órganos del sistema regional es de carácter complementario. En consecuencia, la Comisión no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de hecho o de derecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales que hayan actuado dentro de los límites de su competencia, salvo que existiera evidencia inequívoca de vulneración de las garantías del debido proceso consagradas en la Convención Americana
.
59. En la presente petición la Comisión observa que respecto a la prescripción de la acción civil la Sala I de la CNAC consideró que “si los actores querían mantener viva la acción contra el Hospital Posadas podrían haberlo demandado, sin perjuicio de la suspensión del proceso civil que determina” el art. 1110 del Código Civil y que “si el resultado es injusto, ello sólo puede atribuirse a la omisión o negligencia de la parte interesada”.  Por otro lado, la Comisión considera que no cuenta con elementos suficientes para concluir que las sentencias de las citadas Salas de la CNAC, que se alegan análogas, efectivamente comparten las mismas propiedades relevantes esenciales
, a efectos de que se configure una posible violación al artículo 24 de la Convención Americana.
60. A la luz de las anteriores consideraciones, la Comisión concluye que no corresponde analizar la presunta responsabilidad internacional del Estado sobre la base de las sentencias emitidas por las autoridades judiciales en el proceso civil.  En efecto, la Comisión observa que las cuestiones planteadas por el peticionario requerirían que la CIDH revisara la interpretación de leyes aplicables a la petición a fin de determinar la procedencia de sus pretensiones
, en particular con relación a la temática de la prescripción de la acción civil.

61. Respecto a la alegada inefectiva ejecución de la sentencia civil de daños y perjuicios, la Comisión observa, que las partes han indicado que desde 2001 periódicamente los familiares de la presunta víctima vienen recibiendo una cantidad de dinero en cumplimiento de dicha sentencia.  En este sentido, la Comisión no cuenta con elementos suficientes para determinar una posible violación a la Convención Americana imputable al Estado, por lo que considera inadmisible este extremo de la petición en términos del artículo 47 b) de la Convención Americana. 

62. En suma, en cuanto a los procesos relacionados con la muerte de la presunta víctima en el hospital, de la información proporcionada no se desprende que haya existido arbitrariedad judicial ni que se haya impedido a las presuntas víctimas el acceso a los recursos de jurisdicción interna con las garantías del debido proceso legal, ni faltas en la ejecución de la sentencia en cuestión.
63. La CIDH encuentra que en la presente petición corresponde establecer que los alegatos del peticionario, relativos a la falta de efectividad y las irregularidades de la investigación penal seguida por las lesiones causadas a la presunta víctima, pondrían caracterizar una posible violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial de sus familiares, protegidos en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1.
64. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  
65. Tomando en cuenta la edad de la presunta víctima, en la etapa de fondo la Comisión analizará la posible aplicación del artículo VII de la Declaración Americana respecto del alegato relativo a que ni en las primeras etapas ni en el proceso de investigación posterior se habría incorporado la participación de un juez de menores o del asesor de menores; por lo que consideraría la posible aplicación del artículo 19 respecto a las etapas posteriores a la entrada en vigencia de la Convención Americana en Argentina.

66. En este sentido y de conformidad con las normas de interpretación sobre Derechos Humanos establecidas en la Convención Americana
 y con los criterios establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto a la tendencia de integrar el sistema regional y el sistema universal
, así como con respecto a la noción de corpus juris en materia de niñez y adolescencia
, la Comisión interpretará el alcance y el contenido de los derechos que habrían sido violados en perjuicio del adolescente Marcelo Fabián Nievas, a la luz de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas
.  
V.
CONCLUSIONES
1. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 5, 8, 19 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana y VII de la Declaración Americana y que éstos son admisibles, con relación a la investigación penal seguida por las lesiones causadas a la presunta víctima.
2. Asimismo, concluye que la petición es inadmisible en relación con la presunta violación de los artículos 4, 8, 10, 24 y 25 de conformidad con el artículo 47.a) de la Convención Americana, debido a su extemporaneidad y la falta de caracterización de una violación a la Convención Americana, con relación a los procesos civil y penal seguidos por la muerte de la presunta víctima, de acuerdo al análisis antes expuesto.

3. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 5, 8, 19 y 25, en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana y VII de la Declaración Americana en perjuicio de los familiares de Marcelo Fabián Nievas.

2. Declarar inadmisible el presente caso con relación a los artículos 4, 8, 10, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de acuerdo al análisis antes expuesto.

3. Notificar esta decisión a las partes.

4. Continuar con el análisis de fondo de la cuestión

5. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado ante la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 4 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� La petición fue recibida en las instalaciones de la OEA en Argentina el 21 de julio de 2000 y recibida por la CIDH el 3 de agosto de 2000.


� Adicionalmente, indicaron que en 1996 una enfermería del Hospital Nacional “Alejandro Posadas” habría publicado un libro en el que constaba que, contrariamente a lo declarado por la administración hospitalaria y el personal médico dentro de la investigación penal seguida por homicidio culposo, la presunta víctima había vomitado y presentado fiebre días antes de su muerte.


� Art. 3982 bis.- Si la víctima de un acto ilícito hubiere deducido querella criminal contra los responsables del hecho, su ejercicio suspende el término de prescripción de la acción civil, aunque en sede penal no hubiere pedido el resarcimiento de los daños. Cesa la suspensión por terminación del proceso penal o desistimiento de la querella.


� Art. 1101.- Si la acción criminal hubiere precedido a la acción civil, o fuere intentada pendiente ésta, no habrá condenación en el juicio civil antes de la condenación del acusado en el juicio criminal […].


� Sostiene que conforme al caso “Bellman, Gerardo Diego c/ Asociación Médica Lomas de Zamora s/ Daños y Perjuicios”, resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires en 1992, la responsabilidad civil de la institución médica por omitir proveer seguridad conforme al contrato asistencial, depende de que haya sido probado el delito cometido por la persona física dependiente de la persona jurídica.


� La Sala K de la CNAC habría argumentado que, para que procediera dicho recurso, los precedentes invocados como contradictorios debían “haber emanado de las Salas de la Cámara en su actual composición”, lo cual no habría ocurrido en el caso analizado dado que “la doctrina invocada como contradictoria proviene de la Sala “D”, cuya composición ha variado en su mayoría con posterioridad a la fecha del fallo, pues dos de los vocales que la integraban al sostenerla ya no pertenecen al Tribunal”.


� El peticionario indica que esta cifra equivale a US$1,692.04 a un tipo de cambio de $3.10 Pesos Argentinos por US$1.00.


� El Estado sostuvo que el padre de la presunta víctima se desistió de la acción civil respecto de otras personas demandadas civilmente.


� Art. 4037.- Prescríbese por dos años, la acción por responsabilidad civil extracontractual.


� Véase Corte I.D.H, Opinión Consultiva OC-10/89, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 14 de julio de 1989, Ser. A No. 10, párrs. 35-45.


� Cfr. CIDH, Informe No. 69/02, Petición 419-01, Laura Albán Cornejo, Ecuador, 23 de octubre de 2002, párrs. 31 y 32.


� Cfr. CIDH, Informe No. 19/05, Petición 54-04, Valdemir Quispialaya Vilcapoma, Perú, 25 de febrero de 2005, párr. 35.


� CIDH, Informe No. 72/03, Petición 12.159, Gabriel Egisto Santillán, Argentina, 22 de octubre de 2003, párrs. 30, 51 y 58.


� CIDH, Informe No. 13/09, Petición 339-02, Vinicio Poblete Vilches, Chile, 19 de marzo de 2009, párr. 54.


� “La Comisión entiende que en el contexto de la legislación ecuatoriana la determinación judicial de la responsabilidad penal es presupuesto para la reparación civil por daños y perjuicios […]”. CIDH Informe No. 89/09 TGGL, Ecuador, 7 de agosto de 2009, párr. 29 y Cfr. Informe No. 24/07 Segundo Rafael Cartagena Rivadeneira, Ecuador, 9 de marzo de 2007, párr. 32.


� Artículo 1096 del Código Civil.- La indemnización del daño causado por delito, sólo puede ser demandada por acción civil independiente de la acción criminal.


� Cfr. CIDH Informe No. 72/03, Gabriel Egisto Santillán, Argentina, 22 de octubre de 2003, párrs. 1, 47 y 60.


� CIDH, Informe Nº 8/98, Caso 11.671, Carlos García Saccone, Argentina, 2 de marzo de 1998, párr. 53.


� CIDH, Informe Nº 122/01, Petición 0015/00, Wilma Rosa Posadas, Argentina, 10 de octubre de 2001, párr. 10.


� Ver Corte I.D.H. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 84, párr. 170.


� Cfr. CIDH, Informe Nº 27/07, José Antonio Aguilar Angeletti, Perú, 9 de marzo de 2007, párr. 41 y 43; e Informe Nº 39/05, Petición 792-01, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre, Perú, 9 de marzo de 2005, párrs. 52 y 54. 


� Convención Americana artículo 29 Normas de Interpretación. Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: […] b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; […].


� Corte I.D.H., "Otros Tratados" Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-1/82 del 24 de septiembre de 1982. Serie A No. 1, párrafo 41.


� Corte I.D.H., Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párrafo 194. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párrafo 148, Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110, párrafo 166. Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párrafos 24, 37, 53.


� CIDH. Informe No. 74/09 Mickey Alexis Mendoza Sánchez y Familia, 5 de agosto de 2009, párr. 29 e Informe No. 72-09 Herson Javier Caro (Javier Apache) y Familia, 5 de agosto de 2009, párr. 34.
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